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Radicado: 11001-03-15-000-2021-04994-00

Accionante: Jorge Eduardo Ferreira Vargas

CONSEJERO PONENTE: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Bogotá D.C., treinta (30) de septiembre de dos mil veintiuno (2021)
Referencia: 
Acción de tutela.
Radicación:
11001-03-15-000-2021-04994-00
Accionante:
Jorge Eduardo Ferreira Vargas
Accionado:
Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
AUTO ADMISORIO

El Despacho procede a resolver sobre la admisión de la tutela de la referencia y lo pertinente respecto del impedimento manifestado por el Consejero Guillermo Sánchez Luque.

I. ANTECEDENTES

1.1. Jorge Eduardo Ferreira Vargas presentó escrito de tutela en el que solicitó el amparo constitucional de sus derechos fundamentales al debido proceso y de petición, que consideró, fueron vulnerados por el Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
.

Como fundamento de su inconformidad, manifestó que la Subsección A de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca profirió sentencia favorable a sus pretensiones, el 5 de abril de 2014, en la que ordenó el reconocimiento y pago de sus derechos laborales, en su condición de magistrado de tribunal, relacionados con la bonificación por compensación prevista en el Decreto núm. 610 de 1998.

Por lo anterior, expresó que inició el respectivo proceso de cobro de sentencia judicial ante el Consejo Superior de la Judicatura, no obstante, que dicha autoridad le exigió el cumplimiento de requisitos que, en su concepto, son adicionales e ilegales. Por esta razón presentó escrito en el que solicitó información del estado del proceso de pago, que a la fecha de la presente tutela, no ha sido resuelto.

Ahora bien, en el escrito de tutela, el señor Ferreira Vargas pidió, como medida provisional, que se ordene a la autoridad accionada que haga efectivo el pago de los valores que reclamó, o, en su defecto, que reserve los dineros suficientes para cubrir el monto de la deuda a su favor. 
Además, solicitó la vinculación de la Contraloría General de la República, ante la configuración de posibles conductas que implican un mayor gasto de recursos de la administración para asumir el pago de intereses innecesarios. 
1.2. La solicitud de tutela fue radicada, en un principio, ante la Corte Suprema de Justicia y correspondió al Despacho del Magistrado Hugo Quintero Bernate, autoridad que, en auto del 28 de julio de 2021, ordenó remitir por competencia el expediente al Consejo de Estado
. 

1.3. Posteriormente, agotado el trámite de reparto en esta Corporación, el expediente fue asignado al consejero Nicolás Yepes Corrales, quien se declaró impedido para asumir el conocimiento del asunto, porque la litis giraba en torno a debatir aspectos de un régimen salarial del que fue beneficiario y por el que presentó una reclamación administrativa
.
1.4. En ese orden, en auto del 10 de septiembre de 2021, la Sala Dual compuesta por los Consejeros restantes de la Subsección C de la Sección Tercera, declararon fundado el impedimento y separaron al magistrado Nicolás Yepes Corrales del conocimiento del presente asunto
. 
1.5. Finalmente, el expediente ingresó a este Despacho para proveer sobre su admisión el 29 de septiembre de 2021
, sin embargo, se observa que el consejero Guillermo Sánchez Luque manifestó su impedimento para conocer de la tutela de la referencia, por las siguientes razones:
“Como la (sic) solicitante cuestiona una sentencia que estudió el régimen salarial y prestacional previsto en el Decreto 610 de 1998, que aplica a procuradores judiciales, magistrados de Tribunal y magistrados auxiliares de Altas Cortes, manifiesto impedimento para conocer la solicitud de tutela, pues estoy incurso en la causal prevista por el artículo 56.1 del Código de Procedimiento Penal, aplicable al asunto por remisión del artículo 39 del Decreto 2591 de 1991, porque ejercí el cargo de magistrado auxiliar del Consejo de Estado y podría tener interés en la actuación procesal”.

II. Consideraciones

2.1. Admisión de tutela.

El Despacho, al encontrar reunidos los requisitos previstos en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991 y por tener competencia para conocer de la presente acción de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política, admitirá la tutela interpuesta por Jorge Eduardo Ferreira Vargas en contra del Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.
De otra parte, solicitará al Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, que emita un informe en relación con el trámite impartido a la solicitud de pago de la sentencia judicial que presentó el señor Ferreira Vargas.
2.2. Medida provisional en tutela

El Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, en el artículo 7, prevé que el juez constitucional, cuando lo considere necesario y urgente, puede suspender la aplicación del acto concreto que amenace o vulnere el derecho. También establece que, de oficio o a petición de parte, puede disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público o dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños. 

La Corte Constitucional ha considerado que las medidas provisionales tienen como finalidad: i) la protección de los demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en discusión o en amenaza de vulneración; y iii) evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se circunscriben a los que pueda sufrir el demandante. 
La jurisprudencia constitucional ha indicado que la medida de suspensión provisional de actos concretos “debe ser razonada y no arbitraria, producto de una valoración sensata y proporcional a la presunta violación o amenaza de los derechos fundamentales alegados. Así entonces, el Decreto 2591 de 1991, efectivamente permite suspender provisionalmente la aplicación de actos concretos que amenacen o vulneren un derecho fundamental, pero solamente cuando sea necesario y urgente para la protección del derecho, lo cual exige, por parte del juez de tutela, un estudio razonado y conveniente de los hechos que lleven a la aplicación de la medida”
 (La Sala destaca). 

En el sub lite, Jorge Eduardo Ferreira Vargas manifestó en su escrito de amparo, en términos generales, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial le está imponiendo el cumplimiento de requisitos adicionales a los que legalmente están previstos para el pago de una deuda a su favor, contenida en una sentencia judicial, y que no le han dado respuesta a una petición que presentó, por lo que, como medida provisional solicitó que se ordene a la accionada cancelar la suma adeudada, o, realizar la respectiva apropiación presupuestal que garantice el pago. 
Para este Despacho, la petición de medida cautelar no satisfizo el requisito principal para su procedencia, pues no presenta el accionante fundamentos fácticos a partir de los cuales se pueda colegir un grado de necesidad o urgencia que amerite conceder la medida provisional, para evitar que se cause un posible daño irreparable al tutelante o que se hagan ilusorios los efectos de un eventual fallo de amparo. 

En efecto, este Despacho no desconoce que, de encontrarse configurada las anteriores circunstancias, al accionante se le estarían vulnerando sus derechos fundamentales al debido proceso y de petición, cuestión que solo podrá ser definida con el respectivo informe que presente la autoridad accionada.
En concreto, el señor Ferrerira Vargas no explicó las razones por las cuales, la posible vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y de petición dentro del proceso administrativo de cobro de una sentencia judicial, le causa un perjuicio irremediable y una afectación tal, que amerita la intervención temprana del juez de tutela a través de una medida provisional como la solicitada.
Es preciso recordar que la etapa procesal prevista por el legislador para determinar la vulneración de derechos fundamentales y emitir órdenes que garanticen su protección, es en la sentencia, a menos de que exista alguna situación especial que amerite tomar una medida excepcional para salvaguardar un derecho fundamental amenazado, circunstancia que en el presente evento no se observa, a más que lo pretendido tiene una connotación económica y presupuestal.
En todo caso no se infiere que, de estar configurada una posible lesión a los derechos fundamentales, esta no pudiera evitarse con el fallo que corresponda proferir en virtud de este trámite constitucional, que tiene las características de ser un procedimiento preferente y sumario, conforme al artículo 1 del Decreto 2591 de 1991. Por lo tanto, se negará la medida provisional.
2.3. Solicitud de vinculación

El Despacho encuentra que no es procedente acceder a la solicitud de vinculación de la Contraloría General de la República a este trámite constitucional, en tanto que el objeto de discusión de la tutela no recae sobre el control en la utilización de recursos públicos, sino en la posible vulneración de derechos fundamentales. Además, el juez constitucional está facultado para oficiar en la sentencia que corresponda emitir, a la entidad que considere necesario, para que investigue las conductas irregulares que encuentre dentro del respectivo proceso. 
Tramite del impedimento 
De acuerdo a lo expuesto en el capítulo de antecedentes de esta providencia, en auto del 10 de septiembre de 2021 se declaró fundado el impedimento del consejero Nicolás Yepes Corrales, y posteriormente, el consejero Guillermo Sánchez Luque manifestó su impedimento para conocer del presente asunto.
Visto lo anterior, al no haber quorum deliberativo y decisorio de la Subsección C de la Sección Tercera del Consejo de Estado, exigido para resolver la comentada manifestación de impedimento del magistrado Guillermo Sánchez Luque, este Despacho ordenará a la Secretaría General de esta Corporación que adelante el sorteo de los dos conjueces requeridos para tal fin. Una vez surtida la anterior diligencia, el referido ente secretarial deberá remitir el expediente a este Despacho, para continuar con el trámite que corresponda.
RESUELVE

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela interpuesta por Jorge Eduardo Ferreira Vargas en contra del Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.
SEGUNDO: NOTIFICAR el presente auto a las partes de la forma más expedita posible. Esta providencia deberá ser publicada en las páginas web del Consejo de Estado y de la Rama judicial. La Secretaría General solamente devolverá el expediente al Despacho, una vez haya dado cumplimiento a la anterior orden.
TERCERO: COMUNICAR a las partes que podrán presentar informes sobre los hechos en que se sustenta la presente acción, en el término de tres (3) días contados a partir del recibo de la notificación. Estos se considerarán rendidos bajo juramento (artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991).
CUARTO: TENER como pruebas los documentos aportados con el escrito de tutela.
QUINTO: SOLICITAR al Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, que emita un informe en relación con el trámite impartido a la solicitud de pago de la sentencia judicial que presentó el señor Ferreira Vargas.
SEXTO: NEGAR la solicitud de medida provisional presentada por Jorge Eduardo Ferreira Vargas, por las razones expuestas en esta providencia.
SÉPTIMO: NEGAR la petición de vinculación de la Contraloría General de la República a este trámite constitucional, por los motivos expuesto en esta providencia.

OCTAVO: ORDENAR a la Secretaría General del Consejo de Estado que adelante el sorteo de los dos conjueces requeridos para resolver el impedimento manifestado por el consejero Guillermo Sánchez Luque.
NOVENO: SUSPENDER los términos de la presente acción constitucional hasta tanto se dé cumplimiento a las órdenes impartidas en esta providencia y el expediente regrese al Despacho desde la Secretaría General.
Notifíquese y Cúmplase,
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado
� Archivo contenido en el expediente digital de tutela, con certificado 0316EA4340B99862 0159F4C2E9816B8D CF80AF7BA0794CA1 E1DE9810EED5CAAC.


� Archivo contenido en el expediente digital de tutela, con certificado C3D0DF905F21AC5A 994FE9CD621B25FC AAE2CFBEF091FC9A B565DE8FE4EEF5D3.


� Archivo contenido en el expediente digital de tutela, con certificado 3071A9AE52FA736B 9C9B28A844235B6C 8D74D22AAF41FDF6 20C97E80ACE72E7C.


� Archivo contenido en el expediente digital de tutela, con certificado 2053F453AF3728C7 60557C47A378C4C6 8D575FB22450CEC2 ECCF93FE7FB777E3.


� Archivo contenido en el expediente digital de tutela, con certificado 624BE5BF4C17D5CD B9D6304A406FA2F5 D4AEA5B9B9ED2BE0 F6B1FE03C7E8E9D0


� Corte Constitucional, reiterado en la sentencia SU695 de 2015.
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